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2. Las personas físicas o jurídicas que se hubie-
ran subrogado en la titularidad de una autorización 
de vertido de aguas al amparo del régimen estable-
cido por el artículo 109 mantendrán los derechos y 
obligaciones estipulados en los contratos autoriza-
dos por el correspondiente Organismo de cuenca 
hasta la finalización del plazo de vigencia de la auto-
rización de vertido.

Transcurrido dicho plazo, la renovación de la 
autorización deberá solicitarse por quien vaya a ser 
su titular, sin posibilidad de subrogación.»

Diecinueve. Se añade una disposición final cuarta 
con el siguiente contenido:

«1. A propuesta de los Ministros de Medio 
Ambiente y Sanidad y Consumo, el Gobierno regu-
lará los requisitos básicos de calidad de las aguas 
destinadas a consumo humano, incluyendo las 
medidas de protección de las captaciones, con la 
finalidad de garantizar la protección de la salud.

2. A propuesta de los Ministros de Medio 
Ambiente, Sanidad y Consumo y Agricultura, Pesca 
y Alimentación, el Gobierno regulará los requisitos 
básicos de calidad de las aguas para riego y, en par-
ticular, el empleo de aguas residuales depuradas.»

Disposición final segunda. Habilitación competencial.

La presente Ley se dicta al amparo de lo dispuesto por 
las reglas 22.ª y 24.ª del artículo 149.1 de la Constitución.

Disposición final tercera. Desarrollo reglamentario.

Se faculta al Gobierno para dictar cuantas disposiciones 
sean necesarias para el desarrollo y ejecución de esta Ley.

Disposición final cuarta. Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor el mismo día de su 
publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y autorida-

des, que guarden y hagan guardar esta Ley.

Madrid, 22 de junio de 2005.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,

JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ ZAPATERO 

 10623 LEY 12/2005, de 22 de junio, por la que se 
modifica el artículo 23 de la Ley de 8 de junio 
de 1957, del Registro Civil.

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presenten vieren y entedieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo 

vengo en sancionar la siguiente Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El artículo 3 de la Constitución Española declara que el 
castellano es la lengua española oficial del Estado y esta-
blece que las demás lenguas españolas serán también 
oficiales en las respectivas Comunidades Autónomas de 

acuerdo con sus Estatutos. Al amparo de dicha norma 
constitucional, seis Estatutos de Autonomía han decla-
rado la oficialidad de las respectivas lenguas propias en 
los territorios de las Comunidades Autónomas que les 
corresponden.

El Tribunal Constitucional ha declarado que el artículo 3 
de la Constitución supone una habilitación de las Comuni-
dades Autónomas con lengua propia para que, en el marco 
establecido en sus Estatutos de Autonomía, puedan regular 
el alcance del concepto de oficialidad (STC 82/1986, de 26 de 
junio, y 56/1990, de 29 de marzo), lo cual supone establecer 
el contenido básico de dicha oficialidad (STC 337/1994, de 23 
de diciembre) y, además, determinar las medidas que sean 
precisas para el fomento o la normalización de su lengua 
propia (STC 74/1989, de 24 de abril, y 337/1994, de 23 de 
diciembre).

En cumplimiento de la normativa constitucional y 
estatutaria las Comunidades Autónomas con lengua ofi-
cial propia distinta del castellano han aprobado varias 
leyes de política lingüística, normalización lingüística o 
enseñanza y uso de las respectivas lenguas propias que 
contienen normas distintas para la regulación de la doble 
oficialidad con varias opciones, entre otros ámbitos, en el 
de los registros públicos.

En el desarrollo legal del reconocimiento de la reali-
dad plurilingüe de España, es al Estado a quien corres-
ponde, en virtud de su competencia de ordenación de los 
registros e instrumentos públicos, establecer la regula-
ción del Registro Civil, regulación estatal que debe respe-
tar en cuanto al uso de las lenguas en dicho Registro 
público el principio de doble oficialidad contenido en las 
legislaciones autonómicas correspondientes. De esta 
manera se concilian las actuaciones que en materia de 
uso de las lenguas en el Registro Civil corresponden al 
Estado y a las Comunidades Autónomas con otra lengua 
oficial además del castellano.

Esta Ley establece una norma de carácter general en 
virtud de la cual los asientos deben realizarse en una len-
gua oficial en el territorio en que radica el Registro y esta-
blece que en las Comunidades Autónomas con lengua 
oficial propia distinta del castellano las hojas de los libros 
del Registro Civil, los impresos, los sellos y los sistemas 
informáticos se distribuyen en las dos lenguas oficiales.

Artículo único. Modificación de la Ley del Registro 
Civil.

Se añade un nuevo párrafo al final del artículo 23 de la 
Ley del Registro Civil, de 8 de junio de 1957, con el 
siguiente texto:

«Los asientos se realizarán en lengua castellana o en 
la lengua oficial propia de la Comunidad Autónoma en 
que radique el Registro Civil, según la lengua en que esté 
redactado el documento o en que se realice la manifesta-
ción. Si el documento es bilingüe, se realizarán en la len-
gua indicada por quien lo presente al Registro. Todo ello, 
siempre que la legislación lingüística de la Comunidad 
Autónoma prevea la posibilidad de redacción de los 
asientos de los registros públicos en idioma cooficial dis-
tinto del castellano.»

Disposición adicional única. Distribución de hojas, 
impresos y sellos.

A partir de la entrada en vigor de las disposiciones 
reglamentarias previstas en la Disposición Final y a efec-
tos de lo establecido en la presente Ley, en las Comunida-
des Autónomas con lengua oficial propia distinta del cas-
tellano las hojas de los libros del Registro Civil, los 
impresos y los sellos serán distribuidos impresos en cada 
una de las lenguas oficiales.
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Disposición transitoria única. Registros Civiles no 
informatizados.

A los Registros Civiles que no estuvieran informatiza-
dos a la entrada en vigor de esta Ley, les será de aplica-
ción lo previsto en el último párrafo del artículo 23 de la 
Ley del Registro Civil según su incorporación efectiva al 
proceso de informatización.

Disposición final única. Desarrollo reglamentario.

En el plazo de tres meses desde la entrada en vigor de 
la presente Ley, el Gobierno aprobará las disposiciones 
reglamentarias necesarias para que la práctica de los 
asientos y la emisión de certificaciones u otro tipo de 
documentos puedan realizarse en las lenguas oficiales en 
la Comunidad Autónoma correspondiente.

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y autorida-

des que guarden y hagan guardar esta Ley.

Madrid, 22 de junio de 2005.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,
JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ ZAPATERO 

MINISTERIO DE TRABAJO 
Y ASUNTOS SOCIALES

 10624 REAL DECRETO 689/2005, de 10 de junio, por el 
que se modifica el Reglamento de organiza-
ción y funcionamiento de la Inspección de Tra-
bajo y Seguridad Social, aprobado por el Real 
Decreto 138/2000, de 4 de febrero, y el Regla-
mento general sobre procedimientos para la 
imposición de sanciones por infracciones de 
orden social y para los expedientes liquidato-
rios de cuotas a la Seguridad Social, aprobado 
por el Real Decreto 928/1998, de 14 de mayo, 
para regular la actuación de los técnicos habili-
tados en materia de prevención de riesgos 
laborales.

Las reformas introducidas en la Ley 31/1995, de 8 de 
noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, y en el 
texto refundido de la Ley sobre infracciones y sanciones 
en el orden social, aprobado por el Real Decreto Legisla-
tivo 5/2000, de 4 de agosto, por la Ley 54/2003, de 12 de 
diciembre, de reforma del marco normativo de la preven-
ción de riegos laborales, en lo que se refiere a sus artícu-
los primero (colaboración con la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social), sexto (reforzamiento de la vigilancia y 
del control del cumplimiento de la normativa de preven-
ción de riesgos laborales), octavo (habilitación de funcio-
narios públicos), decimoquinto (infracciones por obstruc-
ción), decimoséptimo (contenido de las actas) y, en 
particular, el desarrollo reglamentario que se prevé en el 
tercer párrafo añadido en la nueva redacción del aparta-
do 2 del artículo 9 de la citada Ley 31/1995, de 8 de 
noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, respecto 
a los nuevos cometidos atribuidos a los funcionarios 
públicos dependientes de las Administraciones públicas 
que ejercen labores técnicas en materia de prevención de 
riesgos laborales, afectan necesariamente al contenido 

del Reglamento general sobre procedimientos para impo-
sición de sanciones por infracciones en el orden social y 
para los expedientes liquidatorios de cuotas de la Seguri-
dad Social, aprobado por el Real Decreto 928/1998, de 14 de 
mayo, así como al Reglamento de organización y funciona-
miento de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, apro-
bado por el Real Decreto 138/2000, de 4 de febrero, que, 
inevitablemente, han de modificarse en consonancia con las 
innovaciones introducidas por la citada Ley 54/2003, de 12 de 
diciembre.

En concreto, las distintas modificaciones normativas 
que se prevén de ambos reglamentos pretenden asegurar 
que las actuaciones comprobatorias realizadas por dichos 
funcionarios públicos en colaboración con la Inspección 
de Trabajo y Seguridad Social se efectúen conforme a una 
serie de principios que garanticen:

a) La coherencia del sistema de inspección bajo la 
actuación de criterios comunes y trabajo programado.

b) Que los funcionarios técnicos habilitados para 
ejercer esas labores comprobatorias lo sean en relación 
con su capacitación técnica y actúen conforme a un pro-
cedimiento reglado y común.

c) Que las actuaciones previas practicadas por 
dichos funcionarios, en las que se detecten irregular-
dades, tras un requerimiento inicial, puedan dar lugar 
directamente a un acta de infracción extendida por los 
Inspectores de Trabajo y Seguridad Social, sin necesidad 
de que éstos realicen obligatoriamente una visita poste-
rior de comprobación, arbitrando para ello los mecanis-
mos necesarios en relación con los datos que deben ser 
incorporados a los informes de dichos técnicos habilita-
dos, para su posterior integración en las correspondien-
tes actas de infracción, así como en relación con la salva-
guarda de la «presunción de certeza» respecto de los 
hechos comprobados por dichos técnicos.

En este sentido se hace preciso recordar que existe 
una doctrina reiterada de la Sala de lo Contencioso-Admi-
nistrativo del Tribunal Supremo (así, las Sentencias de 21 
de enero de 1997, de 27 de abril de 1998 y de 14 de diciem-
bre de 1999) en virtud de la cual la presunción de veraci-
dad y de certeza de que gozan las actas de la Inspección 
de Trabajo y Seguridad Social, siempre que se extiendan 
con las condiciones y requisitos exigibles, se mantiene 
cuando, mediante comprobación o expediente adminis-
trativo, y sin necesidad de visita del inspector actuante, se 
extiendan a partir de comprobaciones y visitas realizadas 
por funcionarios de otros cuerpos legalmente habilitados 
(los antiguos controladores de empleo del INEM, luego 
controladores laborales).

Todo ello parece aconsejar, por razones de lógica y 
técnica normativa, que las modificaciones de ambos tex-
tos reglamentarios se agrupen en un solo real decreto.

Por otro lado, aunque la normativa reglamentaria de 
desarrollo del nuevo párrafo tercero añadido al apartado 2 
del artículo 9 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, por la 
Ley 54/2003, de 12 de diciembre, corresponde al Estado en 
cuanto que legislación laboral, de acuerdo con el artícu-
lo 149.1.7.ª de la Constitución Española, dicha normativa 
reglamentaria ha de ser respetuosa con las competencias 
autonómicas, particularmente en cuanto a la habilitación 
de los técnicos por cada una de las Comunidades Autóno-
mas y en aquellos aspectos que sólo supongan autoorga-
nización de la respectiva Administración.

Como consecuencia de todo lo anterior, por este real 
decreto se introducen sendas modificaciones en dos rea-
les decretos, mediante la agregación de nuevas disposi-
ciones, que se estructuran en dos artículos, una disposi-
ción adicional y dos disposiciones finales.

En el artículo primero se modifica el Reglamento de 
organización y funcionamiento de la Inspección de Trabajo 
y Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 138/2000, 
de 4 de febrero, al que se añade un nuevo título IV que se 


